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Referencia: Informe de conciliación al 

Proyecto de ley número 138 de 2016 Senado 
111 de 2014 Cámara, por la cual se establecen 
medidas enfocadas a la protección del compra-
dor de vivienda, el incremento de la seguridad 

función pública que ejercen los curadores urba-
nos, se asignan unas funciones a la Superinten-
dencia de Notariado y Registro y se dictan otras 
disposiciones.

Respetados Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por 

las presidencias del honorable Senado de la Re-

pública y de la Honorable Cámara de Represen-
tantes y de conformidad con los artículos 161 
de la Constitución Política y 186 de la Ley 5ª 
de 1992, los suscritos Senadores y Represen-
tantes integrantes de la Comisión de Concilia-
ción1 nos permitimos someter, por su conducto, 
a consideración de las Plenarias de Senado y de 
la Cámara de Representantes el texto conciliado 
al proyecto de ley de la referencia, dirimiendo 
de esta manera las discrepancias existentes entre 
los textos aprobados por las respectivas plena-
rias del Senado de la República y la Cámara de 
Representantes.

Para cumplir con nuestro cometido, 
procedimos a realizar un estudio comparativo de 
los textos aprobados en las respectivas Cámaras 
y, una vez analizado su contenido, decidimos 
acoger el texto aprobado en la Plenaria del 
honorable Senado de la República el día 1º de 
junio de 20162, con excepción del artículo sobre 
la “Obligación de notarios y registradores” 
el cual corresponde al artículo 9º del texto 

3 

el Pleno del Senado). Bajo esta consideración, 
y solo para el referido artículo, el texto que se 
acoge es el aprobado en el artículo 9° del Texto 

1 

SGECS202 2016 Senado.
2 Publicado en la Gaceta del Congreso número362 de 

2016.
3 El 16 de diciembre de 2015, publicado en la Gaceta del 

Congreso número 1080 del mismo año.
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TEXTO PROPUESTO PARA CONCILIACIÓN 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 138 DE 

2016 SENADO, 111 DE 2014 CÁMARA
por la cual se establecen medidas enfocadas a la 
protección del comprador de vivienda, el incre-

-
talecimiento de la función pública que ejercen los 
curadores urbanos, se asignan unas funciones a 
la Superintendencia de Notariado y Registro y se 

dictan otras disposiciones.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
TÍTULO I

CAPÍTULO I
Disposiciones generales

Artículo 1°. Objeto. Generar medidas enfoca-
das a la protección del comprador de vivienda, el 

fortalecimiento de la función pública que ejercen 
los curadores urbanos y establecer otras funciones 
a la Superintendencia de Notariado y Registro.

Artículo 2°. . Para efectos de la 
presente ley se tendrán en cuenta las siguientes de-

1. Constructor: Entiéndase por constructor el 
profesional, persona natural o jurídica, bajo cuya 
responsabilidad se adelanta la construcción de vi-

-
ponsable en la licencia de construcción.

2. Enajenador de vivienda: Se entiende que es 
enajenador de vivienda nueva, quien detente la 
propiedad del predio según títulos de propiedad 
y pretenda trasladar por primera vez las unidades 
habitacionales.

Cuando se constituyan patrimonios autónomos 
o personas jurídicas que se vinculen para desarro-
llar el proyecto de vivienda, se deberá prever en 

-
tutos sociales, quién responde por las obligacio-
nes del enajenador durante el período en que debe 
cubrirse el amparo patrimonial. Quienes omitan 
esta obligación, responderán solidariamente por el 
amparo de que trata la presente ley.

permite desarrollar unidades para el uso habita-

durante el periodo de cubrimiento del amparo pa-
trimonial de que trata la presente ley; aprobadas 
mediante licencia de construcción en las modali-
dades de obra nueva y reconstrucción.

4. Unidad Estructuralmente Independiente: 
Conjunto de elementos estructurales que ensam-
blados están en capacidad de soportar las cargas 
gravitacionales y fuerzas horizontales que se ge-

-
nicamente independiente, trasmitiéndolas al suelo 
de fundación.

TÍTULO II
CAPÍTULO I

Revisión de diseños y supervisión técnica  

Artículo 3°. Modifíquese el parágrafo del artículo 
15 de la Ley 400 de 1997, el cual quedará así:

Parágrafo. La revisión de los diseños estruc-

permitan superar más de dos mil (2.000) metros 
cuadrados de área construida, independientemente 
de su uso, será realizada a costo de quien solicita la 

-
tablecidos en el Capítulo III Título VI de esta ley, 
diferente del diseñador e independiente laboral-
mente de él, el cual luego de corregidos los ajus-
tes solicitados mediante el Acta de Observaciones 
emitida por el curador urbano o la dependencia de 
la administración municipal o distrital encargada 
de la expedición de licencias de construcción, por 

alcance de la revisión efectuada, el cumplimien-
to de las normas de la presente ley y sus decretos 

-
mentos técnicos como constancia de haber efec-
tuado la revisión.

El profesional encargado de la revisión de los 
diseños estructurales será escogido de manera au-
tónoma por el solicitante de la licencia.

Esta revisión también la podrán realizar perso-

acreditado y registrado que cumpla con los requi-

revisión de los diseños estructurales.
Cuando se presenten diferencias entre el diseña-

dor estructural y el revisor del proyecto las mismas 
se resolverán de conformidad con el reglamento 
que para tal efecto adopte el Gobierno nacional.

supervisión técnica de acuerdo con lo establecido 
en el Título V de la presente ley y sus decretos 
reglamentarios y que se localicen en municipios 

-
rador urbano, la revisión de que trata el presente 
parágrafo correrá a costa de quien solicite la li-
cencia y será ejercida por profesionales indepen-
dientes o por el curador urbano del municipio más 
cercano del mismo departamento, en los términos 
y condiciones que establezca el Gobierno nacional 
a través del Ministerio de Vivienda, Ciudad y Te-
rritorio.

La revisión de los diseños estructurales de las 

superar más de dos mil (2.000) metros cuadra-
dos de área construida, independientemente de su 
uso, deberá cumplir con la totalidad de las normas 
previstas en la presente ley y sus decretos regla-
mentarios, recayendo la responsabilidad sobre el 
diseñador estructural, el propietario del predio o 
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patrimonios autónomos titulares de los derechos 
de dominio que hayan sido designados en el res-

lo previsto en la ley al respecto, y el titular de la 
licencia de construcción. Sin perjuicio de lo ante-
rior, durante el trámite de la licencia se hará una 
revisión del proyecto estructural por parte de los 
encargados de estudiar y expedir las licencias.

-
rrollar tenga menos de dos mil (2.000) metros 
cuadrados de área construida, pero cuente con la 
posibilidad de tramitar ampliaciones que permi-
tan alcanzar los dos mil (2.000) metros cuadrados 
exigidos, en la evaluación inicial del diseño es-
tructural se analizará si el mismo soporta la futu-

tener menos de dos mil (2.000) metros cuadrados, 
deberá contar con la revisión estructural de que 
trata este artículo.

Cuando en uno o más predios se aprueben dis-

dos mil (2.000) metros cuadrados de área cons-
truida, cada una de ellas independientemente de su 
área construida deberá contar con la revisión es-
tructural exigida en este artículo.

Artículo 4°. El artículo 18 de la Ley 400 de 
1997, quedará así:

Artículo 18. Obligatoriedad.
cuyo predio o predios permitan superar más de dos 
mil (2.000) metros cuadrados de área construida, 
independientemente de su uso, deberá someterse 
a una supervisión técnica independiente del cons-
tructor, de acuerdo con lo establecido en este título 
y en los decretos reglamentarios correspondientes.

permitan superar más de dos mil (2.000) metros 
cuadrados de área construida, independientemen-
te de su uso, deberá ejecutarse conforme lo apro-
bado en la licencia de construcción recayendo la 
responsabilidad sobre el constructor, diseñador 
estructural, y quienes hayan ostentado la titula-
ridad del predio y de la licencia de construcción. 
En los casos en que en virtud de la existencia de 

ostente la titularidad del predio y/o de la licencia 
de construcción, se deberá prever en el corres-

-
sable de esta obligación.

En todo caso el diseñador estructural o ingenie-
ro geotecnista podrá exigir supervisión técnica a las 

constructivos especiales o materiales empleados 
la hagan necesaria, consignando este requisito me-
diante memorial que se anexará al proyecto estruc-
tural y/o al estudio geotécnico correspondiente.

-
llar tenga menos de dos mil (2.000) metros cuadra-
dos de área construida, pero cuente con la posibili-
dad de tramitar ampliaciones que permitan alcan-

zar los dos mil (2.000) metros cuadrados exigidos, 
en la evaluación inicial del diseño estructural se 
analizará si el mismo soporta la futura ampliación 

dos mil (2.000) metros cuadrados, deberá contar 
con la supervisión técnica.

Cuando en uno o más predios se aprueben dis-

dos mil (2.000) metros cuadrados de área cons-
truida, cada una de ellas independientemente de su 
área construida deberá contar con la supervisión 
técnica exigida en este artículo.

Parágrafo 1°. Corresponde al Gobierno nacio-

documentos y responsabilidades relacionados con 
la supervisión técnica de que trata la presente ley.

Parágrafo 2°. Se excluyen las estructuras que 
se diseñen y construyan siguiendo las recomen-
daciones presentadas en el Título E de viviendas 
de uno y dos pisos de la Norma Sismo Resistente 
NSR-10.

Parágrafo 3°. La supervisión de que trata este 
artículo se exigirá sin perjuicio de la obligación 
que tiene el constructor de realizar todos los con-
troles de calidad que esta ley y sus reglamentos 

-
caciones técnicas aprobados en la respectiva licen-
cia. Para ello, el constructor, durante el desarrollo 
de la obra, deberá contar con la participación del 
diseñador estructural del proyecto y del ingeniero 
geotecnista responsables de los planos y estudios 
aprobados, quienes deberán atender las consultas 
y aclaraciones que solicite el constructor y/o el 
supervisor técnico. Tales consultas y aclaraciones 
deberán quedar registradas y documentadas en el 
proceso de supervisión de la obra.

Parágrafo 4°. La supervisión de que trata el 
presente artículo también la podrán realizar perso-

acreditado y registrado que cumpla con los requi-

supervisión técnica.
Cuando se presenten diferencias entre el cons-

tructor y el supervisor técnico del proyecto, las 
mismas se resolverán de conformidad con el re-
glamento que para tal efecto adopte el Gobierno 
nacional.

Artículo 5°. El artículo 19 de la Ley 400 de 
1997, quedará así:

Artículo 19. -
pervisión técnica
de conformidad con el artículo anterior, están 
exentas de supervisión técnica independiente, el 
constructor tiene la obligación de realizar los con-
troles mínimos de calidad que esta ley y sus regla-

ejecute de conformidad con los planos, diseños y 
-

tiva licencia. Para ello, el constructor, durante el 
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desarrollo de la obra, deberá contar con la partici-
pación del diseñador estructural del proyecto y del 
ingeniero geotecnista responsables de los planos 
y estudios aprobados, quienes deberán atender las 
consultas y aclaraciones que solicite el construc-
tor. Tales consultas y aclaraciones deberán quedar 
registradas y documentadas en el proceso de eje-
cución de la obra.

Artículo 6°. -
ción. Una vez concluidas las obras aprobadas en la 
respectiva licencia de construcción y previamente 

-
visor técnico independiente deberá expedir bajo la 

ocupación de la respectiva obra, en el cual se certi-
-
-
-

nes técnicas, estructurales y geotécnicas exigidas 
por el Reglamento Colombiano de Construcciones 
Sismo Resistentes y aprobadas en la respectiva li-
cencia.

-
xarán las actas de supervisión, las cuales no reque-

de ocupación deberá protocolizarse mediante es-
critura pública otorgada por el enajenador del pre-
dio la cual se inscribirá en el folio de matrícula 
inmobiliaria del predio o predios sobre los cuales 

de matrícula inmobiliaria de las unidades privadas 
resultantes de los proyectos que se sometan al ré-
gimen de propiedad horizontal o instrumento que 
permita generar nuevas unidades de vivienda. En 
los proyectos de construcción por etapas de que 
trata la Ley 675 de 2001, para cada una de las nue-

prevista en este artículo.
Copia de las actas de la supervisión técnica in-

dependiente que se expidan durante el desarrollo 
-

pación serán remitidas a las autoridades encarga-
das de ejercer el control urbano en el municipio o 
distrito y serán de público conocimiento.

conformadas por unidades estructuralmente inde-
pendientes, una vez concluidas las obras de cada 
una de estas y previamente a su ocupación se po-

por unidad estructuralmente independientes. En 
-

berá protocolizarse en los folios de matrícula in-
mobiliaria de las unidades privadas de la respecti-
va unidad estructuralmente independiente.

Parágrafo 2°. En todo caso, para los efectos de 
control durante la obra, la autoridad municipal o 
distrital competente podrá realizar visitas y con-
troles periódicos a la ejecución de las construccio-
nes, cuya evidencia y resultados se consignarán en 
las actas de supervisión independientes y en las de 

inspección que realicen las autoridades encargadas 
de ejercer el control urbano.

-
to de las normas urbanísticas corresponderá a las 
autoridades municipales y distritales, quienes ejer-
cerán el control urbano de conformidad con lo pre-
visto en el artículo 61 del Decreto número 2150 de 
1995 y el artículo 109 de la Ley 388 de 1997, por 

trata el presente artículo ni podrá condicionar su 
expedición.

Artículo 7º. Modifíquese el artículo 42 de la 
Ley 1575 de 2012, el cual quedará así:

Artículo 42. -
guridad. Los cuerpos de bomberos son los órganos 
competentes para la realización de las labores de 
inspecciones en prevención de incendios y segu-

y particularmente en los establecimientos públicos 
de comercio e industriales, e informarán a la en-
tidad competente el cumplimiento de las normas 
de seguridad en general. De igual manera, para la 
realización de eventos masivos y/o pirotécnicos, 
harán cumplir toda la normativa vigente en cuanto 
a la gestión integral del riesgo contra incendio y 
calamidades conexas. Estas inspecciones, contem-
plarán los siguientes aspectos:

1. Realización de inspección y prueba anual 
de los sistemas de protección contra incendio de 
acuerdo a la normativa vigente.

2. Realización de inspecciones técnicas planea-
das referentes a incendio y seguridad humana.

Todos los ciudadanos deberán facilitar en sus 
instalaciones las inspecciones de seguridad huma-
na y técnicas que el cuerpo de bomberos realice 
como medida de prevención y durante las acciones 
de control.

CAPÍTULO II
Protección del comprador de vivienda

Artículo 8°. Obligación de amparar los per-
juicios patrimoniales. Sin perjuicio de la garantía 
legal de la que trata el artículo 8° de la Ley 1480 de 
2011, en el evento que dentro de los diez (10) años 

-
nica de Ocupación de una vivienda nueva, se pre-
sente alguna de las situaciones contempladas en el 
numeral 3 del artículo 2060 del Código Civil, el 
constructor o el enajenador de vivienda nueva, es-
tará obligado a cubrir los perjuicios patrimoniales 
causados a los propietarios que se vean afectados.

Parágrafo. El constructor o el enajenador de vi-
vienda nueva deberán amparar los perjuicios pa-
trimoniales a los que hace referencia la presente 
ley a través de su patrimonio, garantías bancarias, 

Gobierno nacional reglamentará la materia.
Artículo 9°. La obligación de amparar los per-

juicios patrimoniales aplicará a las nuevas unida-
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des de vivienda en los proyectos que se sometan al 
régimen de propiedad horizontal, unidades inmo-
biliarias cerradas, loteo individual o cualquier otro 
sistema que genere diferentes unidades inmobilia-
rias para transferirlas a terceros cuando se trate de 
cinco (5) o más unidades habitacionales.

En los proyectos de uso mixto que incluyan 
vivienda, la obligación prevista en el presente ar-
tículo, también será exigible para todas las unida-
des de vivienda, de conformidad con lo previsto 
en el inciso anterior.

Parágrafo. La persona que construya una o va-
rias viviendas para su uso propio no tendrá la obli-
gación contenida en el presente artículo, siempre 

de las unidades de vivienda durante el término en 
que se debe garantizar el amparo de perjuicios pa-
trimoniales. En este caso, dicho término se conta-

técnica de ocupación.
Artículo 10°. Obligación de notarios y re-

gistradores. Los notarios y registradores de ins-
trumentos públicos no procederán a otorgar ni 
inscribir respectivamente ninguna escritura de 
transferencia de la propiedad inmuebles hasta tan-
to se cumpla con la obligación de protocolizar e 

la manera prevista en el artículo 6° de la presente 

protocolizarse en el mismo acto de transferencia o 
en actos independientes.

Artículo 11. Adiciónese el artículo 104 de la 

la Ley 810 de 2003, con el siguiente numeral:
6. Multas sucesivas mensuales de veinticinco 

(25) salarios mínimos legales mensuales vigentes 
(smlmv) sin que en ningún caso supere los tres-
cientos (300) salarios mínimos legales mensuales 
(smlmv) para los titulares de licencias de construc-
ción, constructores responsables y enajenadores de 

-
nes nuevas sin haber protocolizado y registrado la 

aplicarán por cada unidad privada que se ocupe sin 
haber cumplido con la protocolización y registro 

Artículo 12. Registro Único Nacional de Pro-
fesionales Acreditados. Créase el Registro Único 
Nacional de Profesionales Acreditados para ade-
lantar las labores de diseño, revisión y supervisión 
de que trata la Ley 400 de 1997, el cual será ad-
ministrado por el Consejo Profesional Nacional 
de Ingeniería (COPNIA) y tendrá como insumo 

realizará de acuerdo con los términos y condicio-
nes que establezca el Reglamento Colombiano de 
Construcciones Sismo Resistentes; y el reporte de 
sanciones suministrado por el Consejo Profesional 
Nacional de Ingeniería (COPNIA) y el Consejo 
Profesional Nacional de Arquitectura y sus Pro-

fesiones Auxiliares (CPNAA). El registro contará 
con un portal web de público acceso.

Artículo 13. Modifíquese el artículo 15 de la 
Ley 29 de 1973, el cual quedará así:

Artículo 15. Los actos de la Nación, los Depar-
tamentos y Municipios y, en general, de todos sus 
organismos administrativos, institutos, empresas 
industriales y comerciales y sociedades de econo-
mía mixta, que deban celebrarse por medio de es-
critura pública, cuando en el círculo de que se trate 
haya más de una Notaría, se asignarán equitativa-
mente entre las que existan. La Superintendencia 
de Notariado y Registro reglamentará el procedi-
miento de asignación, de modo que la Administra-
ción no establezca privilegios en favor de ningún 
Notario.

Cada una de las entidades sometidas al régimen 
establecido en la presente disposición será respon-
sable de dar cumplimiento al procedimiento y dar 
asignación de los actos de escrituración en el cír-
culo notarial que corresponda en orden ascenden-
te. Si versa sobre inmuebles deberá tener en cuenta 
la ubicación de los mismos. La Superintendencia 
de Notariado y Registro adelantará la vigilancia 
respectiva.

Parágrafo 1º. En las ciudades en las que haya 
más de un círculo registral, la asignación de los 
actos escriturarios deberá efectuarse, en tratándose 
de inmuebles, en las notarías que se ubiquen den-
tro de la comprensión territorial del círculo regis-
tral correspondiente.

Parágrafo 2º. Con observancia del inciso segun-
do del artículo 44 de la Ley 1537 de 2012, el trá-
mite especial de reparto notarial para los actos que 
involucren la constitución de propiedad horizon-
tal, constitución o levantamiento de gravámenes, 
adquisición o trasferencia del derecho de propie-
dad y adquisición o transferencia de inmuebles de-

-

del Estado de orden nacional que otorguen o que 
otorgaron el crédito para la adquisición de vivien-
da, será reglamentado por la Superintendencia de 
Notariado y Registro, quien tendrá en cuenta para 
la asignación la ubicación del inmueble y en su 
labor de control y vigilancia aplicará el criterio de 

notario.
TÍTULO III

CAPÍTULO I
Régimen de incompatibilidades

Artículo 14. Régimen de incompatibilidades. 
Los profesionales que realicen labores de revisión 
de diseños o supervisión técnica independiente 
de la construcción estarán sujetos al siguiente ré-
gimen de incompatibilidades y no podrán actuar 
como tales:
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1. Respecto de proyectos en que les correspon-
da intervenir profesionalmente en cualquier otra 
calidad.

2. Respecto de proyectos en los que tenga algu-
na participación a título de socio, gerente, director, 
administrador, propietario, diseñador, constructor, 

3. Respecto de proyectos a ejecutar en predios 
que pertenezcan a sus parientes hasta el cuarto gra-

4. Respecto de proyectos en los que tenga par-
ticipación o intereses comerciales de cualquier na-
turaleza.

Artículo 15. El artículo 60 de la Ley 842 de 
2003, quedará así:

Artículo 60. Iniciación del proceso disciplina-
rio. El proceso disciplinario de que trata el presen-
te título se iniciará:

1. Por queja interpuesta por cualquier persona 
natural o jurídica, la cual deberá formularse por 
escrito ante el Consejo Seccional o Regional del 
Consejo Profesional de Ingeniería respectivo, co-
rrespondiente a la jurisdicción territorial del lugar 
en que se haya cometido el último acto constituti-
vo de la falta o en defecto de este, ante el Consejo 
Seccional o Regional.

En los lugares en donde no exista el Consejo 
Seccional o Regional se podrá interponer la queja 
ante el personero municipal y este realizará el trá-
mite ante la entidad competente.

-
tículo 61 de la presente ley, solo si la misma no 
permite establecer alguna clase de indicio en con-

-
dividualización.

2. Por informe de servidor público.

Parágrafo 1°. La acción disciplinaria a que se 

a partir de la fecha en la que se cometió el últi-
mo acto constitutivo de la falta o en la que se tuvo 
conocimiento de la misma. El auto que ordena la 
apertura de la investigación preliminar, interrumpe 
el término de caducidad.

Parágrafo 2°. La Asesoría Jurídica del Consejo 

haga sus veces, resolverá todos los casos de con-
-

tancia y en contra de la cual no procederá recurso 
alguno.

Artículo 16. El artículo 63 de la Ley 842 de 
2003, quedará así:

Artículo 63. Investigación preliminar e in-
vestigación formal. La investigación preliminar 
y la etapa probatoria de la investigación formal 
tendrán una duración de hasta seis (6) meses cada 
una, prorrogables hasta por la mitad del término si 

fueren varias las faltas o los investigados o si falta-
ren pruebas que decretar, pero si no hubiere prue-
bas que decretar o habiéndose practicado las orde-
nadas se procederá, mediante auto del Secretario 
Seccional, según el caso, al culminar la investiga-
ción preliminar, con la formulación de cargos que 
abre la etapa formal, o con el archivo que deberá 

en consulta ante el Consejo Profesional Nacional 
respectivo; y en la investigación formal, con el 

de diez (10) días para alegar de conclusión. En éste 
último caso, una vez vencido el término señalado, 

investigación mediante informe y lo presentará a 
la Junta Seccional para la adopción de la decisión 
de primera instancia.

Parágrafo 1º. En caso de que el investigado no 

estudiantes de consultorio jurídico.
Parágrafo 2º. El Proceso disciplinario de que 

trata el presente título, prescribirá al cabo de cinco 
(5) años desde el auto de apertura de la investiga-
ción preliminar.

Artículo 17. El artículo 68 de la Ley 842 de 
2003, quedará así:

Artículo 68. Etapa probatoria. Vencido el tér-
mino de traslado, la Secretaría Seccional resolverá 
sobre las pruebas solicitadas por el investigado y 

-
centes y pertinentes, mediante auto contra el cual 

-
cado por estado.

El término probatorio será de hasta seis (6) me-
ses prorrogables conforme lo establece el artículo 
63 de la presente ley.

Artículo 18. Ejecutoriada la sanción de sus-
pensión o de cancelación impuesta conforme a lo 
dispuesto en la Ley 842 de 2003, el sancionado 
no podrá ejercer durante el término de la sanción 
su profesión en el sector público o privado, lo que 
implicará, además, su desvinculación inmediata 
del empleo, cargo, representación o dignidad que 
ostente, o la terminación del contrato si accedió a 
ellos con motivo, ocasión o en razón de su profe-
sión o de su título profesional.

Artículo 19. El profesional sancionado con 
cancelación del registro profesional conforme a la 
Ley 842 de 2003, podrá ser rehabilitado luego de 
transcurridos diez (10) años, siempre que no haya 
incumplido la sanción impuesta y apruebe los cur-

Si el profesional no obtiene la rehabilitación pasa-
dos los diez (10) años, podrá intentar la aprobación 
de los cursos de capacitación una vez cada tres (3) 
años.

El procedimiento de la rehabilitación será re-
glamentado por el Gobierno nacional.
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TÍTULO IV
CAPÍTULO I

De la selección de curadores urbanos
Artículo 20. Funciones de la Superintendencia 

de Notariado y Registro. Además de las funciones 
previstas en la ley, serán atribuciones de la Super-
intendencia de Notariado y Registro en relación 
con los curadores urbanos las siguientes:

1. Fijar las directrices del concurso para la de-
signación de curadores urbanos, en cuanto a, entre 
otros, la forma de acreditar los requisitos, la fecha 
y lugar de realización del concurso y el cronogra-
ma respectivo.

2. Tramitar y hacer seguimiento a las peticio-
nes, quejas y reclamos que formulen los usuarios 
en relación con el servicio de los curadores urba-
nos.

a petición de las entidades de control, adelantar los 
procesos disciplinarios a los curadores urbanos, a 
través de la Superintendencia Delegada para Cura-
dores Urbanos, según lo dispuesto en la presente 
ley.

4. Imponer sanciones a los curadores urbanos, 
sin perjuicio del poder preferente de la Procura-
duría General de la Nación en asuntos disciplina-
rios. En primera instancia por la Superintendencia 
Delegada para Curadores Urbanos y en segunda 
instancia por el Superintendente de Notariado y 
Registro.

5. Realizar visitas generales y/o especiales a los 
curadores urbanos, en materia de vigilancia pre-
ventiva.

6. Ordenar medidas necesarias para subsanar o 
prevenir irregularidades o situaciones anormales.

7. Solicitar información y realizar visitas de 
inspección.

Artículo 21. Concurso para la designación 
de Curadores Urbanos. Corresponderá al alcalde 
municipal o distrital designar a los curadores urba-
nos de conformidad con el resultado del concurso 
que se adelante para la designación de los mismos 
dentro de su jurisdicción. Este concurso de méritos 
será adelantado por el Departamento Administrati-
vo de la Función Pública y en lo que corresponde 
a la elaboración de las pruebas de conocimiento 

los aspirantes al concurso de méritos, el Departa-
mento Administrativo de la Función Pública reci-
birá el apoyo de la Superintendencia de Notariado 
y Registro.

En el concurso para la designación de curado-
res urbanos se garantizará el análisis y evaluación 
de experiencia y capacidad demostrada en relación 
con la función del curador urbano, así como de los 
estudios de pregrado y postgrado. Los concursos 
incluirán las siguientes pruebas, de cuyos resulta-
dos deberá quedar archivo:

1. Examen sobre normas nacionales, munici-
pales y distritales en materia de desarrollo y pla-

sismo resistencia.
2. Examen sobre normas urbanísticas del Plan 

de Ordenamiento Territorial o los instrumentos 
que lo desarrollen y complementen.

3. Entrevista colegiada conformada por el al-
calde municipal o distrital respectivo, y un (1) re-
presentante de la Superintendencia Delegada de 
Curadores Urbanos de la Superintendencia de No-
tariado y Registro.

Parágrafo 1º. Los gastos que demande el con-
curso para la designación de curadores urbanos se 
harán con cargo al presupuesto de la Superinten-
dencia de Notariado y Registro y al Fondo Cuenta 
de Curadores.

Parágrafo 2º. El Ministerio de Vivienda, Ciu-
dad y Territorio determinará por acto administrati-
vo los municipios que de acuerdo con su actividad 

-
rador urbano. Una vez expedido el acto adminis-
trativo, los alcaldes podrán determinar el número 
de curadores que requiere su municipio e iniciar el 
proceso de designación de conformidad con lo es-
tablecido en el presente artículo, sin que en ningún 
caso sean menos de dos (2).

Parágrafo 3°. La lista de elegibles que se con-
forme de acuerdo con los resultados del concurso, 
tendrá una vigencia de tres (3) años, contados a 

para proveer el remplazo de los curadores urbanos 
en el caso de faltas temporales y absolutas señala-
das en la presente ley.

Artículo 22. Modifíquese el numeral 1 del 

por el artículo 9º de la Ley 810 de 2003:
1. El alcalde municipal o distrital designará a 

los curadores urbanos, previo concurso de méritos, 

Para ser designado curador deben cumplirse los 
siguientes requisitos:

a) Ser ciudadano colombiano en ejercicio, o ex-
tranjero residente legalmente en el país, no mayor 
de 65 años y estar en pleno goce de los derechos 
civiles de acuerdo con la Constitución Nacional y 
las leyes civiles.

b) Poseer título profesional de arquitecto, in-
geniero civil, abogado o en áreas de las ciencias 
sociales, económicas o de la administración y pos-
grado en derecho urbano, urbanismo, políticas de 

y la correspondiente matrícula, tarjeta o licencia 
profesional, en los casos de las profesiones regla-
mentadas.
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c) Acreditar una experiencia laboral mínima de 
diez (10) años en el ejercicio de actividades de de-

d) No estar incurso en alguna de las causales de 
inhabilidad determinadas en la ley.

e) Acreditar la colaboración del grupo interdis-
ciplinario especializado que apoyará la labor del 
curador urbano.

f) Inscribirse y aprobar el concurso de designa-
ción de curadores urbanos de que trata la ley.

CAPÍTULO II
Del régimen disciplinario y la vigilancia  

de los curadores urbanos
Artículo 23. Régimen disciplinario de los cu-

radores urbanos. A los curadores urbanos se les 
aplica en el ejercicio de sus funciones públicas y 
en lo pertinente, el régimen disciplinario de la Ley 

o sustituya.
Parágrafo. De acuerdo con lo dispuesto en el 

artículo 2° de la Ley 734 de 2002 o la norma que 
-

ciplinaria es independiente de cualquier otra que 
pueda surgir de la comisión de la falta, incluida la 
acción ético profesional que en virtud de la calidad 
profesional del Curador deba adelantar el Consejo 
Profesional Nacional de Arquitectura y sus Profe-
siones Auxiliares (CPNAA), el Consejo Profesio-
nal Nacional de Ingeniería (COPNIA) o la entidad 
correspondiente.

Artículo 24. Vigilancia y control. El régimen 
disciplinario especial para los curadores urbanos 
se aplicará por parte de la Superintendencia de No-
tariado y Registro, sin perjuicio del poder prefe-
rente que podrá ejercer la Procuraduría General de 
la Nación. Para adelantar las funciones de vigilan-
cia y control de curadores urbanos previstas en la 
presente ley, créase en la Superintendencia de No-
tariado y Registro la Superintendencia Delegada 
para Curadores Urbanos. Los recursos para su fun-
cionamiento y costos adicionales serán cubiertos 
con el recaudo de la tarifa de vigilancia y los que 
se encuentren disponibles en la Superintendencia 
de Notariado y Registro.

Artículo 25. Inhabilidades para ser designado 
curador urbano. Además de las inhabilidades pre-
vistas en el artículo 54 de la Ley 734 de 2002, o 

siguientes:
1. Quienes hayan sido sancionados o excluidos 

del ejercicio de una profesión o hayan sido con-
denados a pena privativa de la libertad, salvo por 
delitos políticos o culposos.

2. Quienes hayan sido condenados por la co-
misión de delitos que afecten el patrimonio del 
Estado.

3. Quienes hayan sido sancionados disciplina-
riamente con destitución o suspensión en el ejer-

cicio de un cargo público o el desempeño de una 
función pública.

4. Quienes hayan sido declarados responsables 

Ley 734 de 2002.
5. Quienes padezcan cualquier afección física 

o mental que comprometa la capacidad necesaria 
para el debido desempeño de las funciones como 
curador urbano.

6. Quien con su conducta dolosa o gravemente 
culposa hayan dado lugar a condenas contra el Es-
tado en ejercicio de su función como curador urba-
no en período anterior.

7. Quienes hayan sido objeto de pena privativa 
de la libertad a excepción de delitos políticos.

Artículo 26. Incompatibilidades para el ejerci-
cio de la función del curador urbano. Además de 
las incompatibilidades previstas en la Ley 734 de 
2002, es incompatible con la función de los cura-
dores urbanos:

1. Desempeñar cargo o empleo público o priva-
do o celebrar en interés propio, directamente o por 
interpuesta persona, contrato alguno con entidades 
públicas o con personas privadas que manejen re-
cursos públicos, salvo las excepciones legales.

2. Gestionar o intervenir, directa o indirecta-
mente, en la gestión de negocios o ser apoderado 
ante entidades del respectivo municipio o distrito.

3. Ejercer cargos de representación política, 
inscribirse como candidato a cualquier cargo de 
elección popular durante el período para el cual 
fue elegido o tomar parte en las actividades de los 
partidos políticos sin perjuicio de ejercer el dere-
cho al sufragio.

4. Ser socio, asesor, consultor, miembro de jun-
tas, consejos directivos o representante legal de 
personas jurídicas que desarrollen actividades de 
diseño arquitectónico, urbanístico o de construc-
ción o asociadas al desarrollo urbano en cualquier 
jurisdicción.

5. Ejercer cualquier profesión liberal fuera del 
ejercicio propio del curador urbano, salvo la cá-
tedra universitaria cuando esta no sobrepase las 
ocho horas semanales.

Parágrafo. Al curador en ejercicio de sus fun-
ciones le están prohibidas las conductas señaladas 
en el artículo 35 de la Ley 734 de 2002.

Artículo 27. Impedimentos del curador urba-
no. Como garantía de imparcialidad, además de las 
causales de impedimento y recusación estableci-
das en el Código General del Proceso, el curador 
urbano deberá declararse impedido para conocer 

las siguientes causales:
1. Tener él, o sus parientes hasta el cuarto grado 
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civil, interés directo o indirecto en el trámite so-
licitado.

2. Ser él, su cónyuge, compañero permanente o 
alguno de sus parientes indicados, socio o repre-
sentante legal de la persona interesada en el trámi-
te solicitado.

3. Ser él solicitante de la licencia dependien-
te, mandatario o administrador de los negocios del 
curador o de alguno de los miembros del grupo 
interdisciplinario.

4. Haber intervenido en la decisión comercial o 
-

to del trámite solicitado.
5. Haber emitido conceptos o de cualquier ma-

nera intervenido en asesorías respecto del inmue-
ble objeto de solicitud de licencia por fuera de 
las actividades del curador urbano, dentro de los 
5 años inmediatamente anteriores a ser elegido 
curador.

El curador deberá declararse impedido por es-
crito y de manera motivada, para negarse a cono-
cer de alguna solicitud.

En caso de que no se declare impedido, los inte-
resados podrán, en cualquier tiempo, recusar al cu-
rador urbano ante el Superintendente de Notariado 
y Registro, quien en caso de encontrar probada la 
causal, ordenará separar del conocimiento de la 
solicitud al curador recusado.

Así mismo, en caso de haber culminado el res-
pectivo trámite en presencia de alguna de las an-
teriores causales, las mismas podrán ser invocadas 
para solicitar la revocatoria o nulidad de la deci-
sión. En estos casos se seguirán los procedimien-
tos administrativos y judiciales correspondientes, 
previstos en el Código de Procedimiento Adminis-
trativo y de lo Contencioso Administrativo.

Artículo 28. Faltas gravísimas de los cura-
dores urbanos. Además de las señaladas en el ar-
tículo 55 de la Ley 734 de 2002, o la ley que la 

disciplinarias gravísimas y por lo tanto dan lugar 
a la acción e imposición de la sanción correspon-
diente, las siguientes:

1. El empleo de propaganda de índole comercial 
o de incentivos de cualquier orden para estimular 
al público a demandar sus servicios. Lo anterior no 
incluye la posibilidad de que cada curador cuente 
con una dirección, sitio de Internet donde informe 
sobre los servicios que presta y demás temas pro-
pios de la función.

2. Negarse a prestar el servicio sin justa causa.
3. Omitir el cumplimiento de los requisitos en 

la prestación de sus servicios.
-

na, o cerrarla sin motivo legal, o limitar indebida-
mente las horas de despacho al público.

5. El incumplimiento de los deberes previstos 
en los numerales 1, 2, 4, 5, 6, 8, 9, 10, 11, 12, 13, 
16, 17, 18, 24, 38 y 39 del artículo 34 de la Ley 

subrogue.
6. La violación del régimen de prohibiciones, 

establecido en los numerales 1, 3, 6, 7, 10, 11, 12, 
17, 23, 24, 29 y 31 del artículo 35 de la Ley 734 

-
brogue.

-
vistos en la ley para resolver una solicitud de li-
cencia.

8. Cobrar como expensas, montos distintos a 
los autorizados por el Gobierno nacional, o recibir 
en especie el pago o parte de pago de las mismas.

9. Omitir la exigencia del pago de los impues-
tos, gravámenes, tasas, participaciones o contribu-
ciones, asociados a la expedición de licencias. En 
todo caso, no corresponderá a los curadores urba-

-
gaciones tributarias asociadas a la expedición de 
la licencia.

10. Actuar incurso en causales de competencia 
desleal en los términos del Código de Comercio.

Artículo 29. Aplicación del Código Disciplina-
rio Único. A los curadores urbanos, como destina-
tarios de la ley disciplinaria, se les aplicará en lo 
pertinente los principios rectores, los términos de 
prescripción de la acción disciplinaria, el procedi-
miento, las causales de exclusión de responsabili-
dad, las causales de extinción de la acción discipli-
naria y de la sanción, el régimen de impedimentos 
y recusaciones, los derechos del investigado y de-
más reglas de la actuación procesal previstas en el 
Código Disciplinario Único.

CAPÍTULO III
Tasa de vigilancia

Artículo 30. Sostenibilidad de la Vigilancia. 
-

lancia que ejercerá la Superintendencia de Notaria-
do y Registro, sobre la función pública que prestan 
los curadores urbanos, el Ministerio de Vivienda, 
Ciudad y Territorio en el ejercicio de las faculta-

parcialmente por la Ley 810 de 2003 y el Decreto 
número 1469 de 2010 (compilado por el Decreto 
número 1077 de 2015), reglamentará el porcentaje 

Artículo 31. Fondo Cuenta de Curadores Ur-
banos. Créase un Fondo Cuenta sin personería ju-
rídica, el cual se formará con el porcentaje de las 
expensas que se destine a la sostenibilidad de la 
vigilancia que ejercerá la Superintendencia de No-
tariado y Registro.

El Superintendente de Notariado y Registro 
será el representante legal del Fondo y el ordena-
dor del gasto.
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TÍTULO V
CAPÍTULO I

Otras disposiciones
Artículo 32. Los curadores urbanos y las secre-

tarías de planeación de todos los distritos y munici-
pios del país deberán hacer entrega en tiempo real 
a las entidades territoriales de la información per-
tinente sobre las solicitudes, expediciones y apro-
baciones de todos los actos administrativos de li-

procesos de vigilancia y control del desarrollo ur-
banístico e inmobiliario. Para el efecto cada ente te-
rritorial acordará con las curadurías urbanas respec-
tivas los medios para el reporte de la información.

Parágrafo 1°. El incumplimiento en la entrega 
de información a los entes territoriales sobre expe-
diciones, y aprobaciones de actos administrativos 
después de 30 días de haber sido expedidos por 
parte de los encargados, se constituirá como falta 
disciplinaria grave.

Parágrafo 2°. Los alcaldes municipales y dis-
tritales podrán conferir a organizaciones o agre-
miaciones de profesionales idóneas, el control 
posterior de los proyectos que han sido objeto de 
la expedición de licencias de urbanización y cons-
trucción, en cualquiera de sus modalidades.

Artículo 33. Modifíquense el inciso primero y 
el parágrafo 1º del artículo 90 de la Ley 1753 de 
2015, los cuales quedarán así:

Artículo 90. Vivienda de Interés Social y Vi-
vienda de Interés Prioritario. De conformidad con 
el artículo 91 de la Ley 388 de 1997, la vivienda de 
interés social es la unidad habitacional que cumple 
con los estándares de calidad en diseño urbanístico, 
arquitectónico y de construcción y cuyo valor no ex-
ceda ciento treinta y cinco salarios mínimos mensua-
les legales vigentes (135 smmlv). Las entidades terri-

categorías 3, 4, 5 y 6 de la Ley 617 de 2000, podrán 
hacerlo en vivienda de interés social y prioritaria.

Parágrafo 1°. Se establecerá un tipo de vivienda 
denominada vivienda de interés social prioritario, 
cuyo valor máximo será de setenta salarios míni-
mos mensuales legales vigentes (70 smmlv).

Artículo 34. Régimen de transición. Las dis-
posiciones de la presente ley, serán aplicables a 
los proyectos cuya licencia de construcción en las 

-
quen en legal y debida forma después de la entrada 
en vigencia de la presente ley, incluidas aquellas 
estructuras construidas en materiales alternativos, 

Ley 400 de 1997 o en aquellas disposiciones que 

Artículo 35. Licencias urbanísticas. El nume-
ral 1 del artículo 99 de la Ley 388 de 1997, que-
dará así:

1. Para adelantar obras de construcción, am-

estructural, restauración, reconstrucción, cerra-
-

nización, parcelación, loteo o subdivisión de pre-
dios localizados en terrenos urbanos, de expansión 
urbana y rurales, se requiere de manera previa a 
su ejecución la obtención de la licencia urbanística 
correspondiente. Igualmente se requerirá licencia 
para la ocupación del espacio público con cual-
quier clase de amueblamiento o para la interven-
ción del mismo salvo que la ocupación u obra se 
ejecute en cumplimiento de las funciones de las 
entidades públicas competentes.

La licencia urbanística es el acto administrativo de 
carácter particular y concreto, expedido por el curador 
urbano o la autoridad municipal o distrital competente, 

-
lantar obras de urbanización y parcelación de predios, 

-
ción, reforzamiento estructural, restauración, recons-

de intervención y ocupación del espacio público, y 
realizar el loteo o subdivisión de predios.

El otorgamiento de la licencia urbanística implica 
la adquisición de derechos de desarrollo y construc-
ción en los términos y condiciones contenidos en el 

-
ción del cumplimiento de las normas urbanísticas y 
sismo resistentes y demás reglamentaciones en que 

sobre uso y aprovechamiento del suelo en tanto esté 
vigente o cuando se haya ejecutado la obra siempre y 
cuando se hayan cumplido con todas las obligaciones 
establecidas en la misma.

-
solverán con fundamento en las normas urbanís-
ticas y demás reglamentaciones que sirvieron de 
base para su expedición.

Artículo 36. Vigencia. La presente ley entrará 
a regir a partir de su promulgación, con excepción 
del Título IV, el cual entrará a regir un (1) año des-
pués de su promulgación. Esta ley subroga los ar-
tículos 15, 18 y 19 de la Ley 400 de 1997 adiciona 
el artículo 2º de la Ley 810 de 2003 y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias, en espe-

por el artículo 40 de la Ley 3ª de 1991, el numeral 
2 del literal k) del artículo 48 de la Ley 400 de 
1997, los artículos 65 y 76 de la Ley 842 de 2003 y 
el inciso 1º del artículo 44 de la Ley 1537 de 2012.

De los honorables Congresistas,
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INFORME DE CONCILIACIÓN AL PRO-
YECTO DE LEY NÚMERO 175 DE 2016 SE-
NADO, PROYECTO DE LEY NÚMERO 199 
DE 2016 CÁMARA ACUMULADO AL PRO-

YECTO DE LEY 212 DE 2016
por medio de la cual se renueva la emisión de la 
Estampilla Pro-Universidad Industrial de Santan-

parcialmente por la Ley 1216 de 2008, y se dictan 
otras disposiciones.

Bogotá, D. C., 8 de junio de 2016
Doctores
LUIS FERNANDO VELASCO CHAVES
Presidente honorable Senado de la República
ALFREDO RAFAEL DELUQUE ZULETA
Presidente honorable Cámara de Representantes
Congreso de la República
Ciudad
Referencia: Acta de Conciliación al Proyecto 

de ley número 175 de 2016 Senado, Proyecto de 
ley número 199 de 2016 Cámara Acumulado al 
Proyecto de ley 212 de 2016

Señores Presidentes:
De acuerdo con la designación efectuada por 

las Presidencias del honorable Senado de la Repú-
blica y de la honorable Cámara de Representantes, 
y de conformidad con los artículos 161 de la Cons-
titución Política y 186 de la Ley 5ª de 1992, los 
suscritos Senadores y Representantes integrantes 
de la Comisión de Conciliación someter a conside-
ración de las Plenarias de Senado y de la Cámara 
de Representantes el texto conciliado al proyecto 
de ley de referencia, dirimiendo de esta manera las 
discrepancias existentes entre los textos aprobados 
por las respectivas plenarias del Senado de la Re-
pública y la Cámara de Representantes.

Para cumplir con nuestro cometido, se proce-
dió a realizar un estudio comparativo de los textos 
aprobados en las respectivas Cámaras y, una vez 
analizado su contenido, decidimos acoger el texto 
aprobado en la Plenaria del Senado de la Repúbli-
ca el día miércoles 1 de junio de 2016.

Constancia
Los miembros de la Comisión de Conciliadores 

del proyecto de ley de la referencia, nos permitimos 
dejar constancia que en el parágrafo del artículo 7° 
se hizo referencia a la Ley 1218 de 2008 tratándose 

se trata de la Ley 1216 de 2008. 
La razón de la constancia, obedece a que es ne-

cesario hacer la correspondiente enmienda al texto 
conciliado. Solicitamos a las plenarias del honora-
ble Congreso de la República aprobar el texto del 
presente proyecto de ley, conforme fue aprobado 
por la plenaria del Senado de la República. 

TEXTO CONCILIADO AL PROYECTO 
DE LEY NÚMERO 175 DE 2016 SENADO, 
PROYECTO DE LEY 199 DE 2016 CÁMARA 
ACUMULADO AL PROYECTO DE LEY 

NÚMERO 212 DE 2016
por medio de la cual se renueva la emisión de la 
Estampilla Pro-Universidad Industrial de Santan-

parcialmente por la Ley 1216 de 2008, y se dictan 
otras disposiciones.

El Congreso de la República de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. Renovación de la Estampilla Pro-
UIS. Renuévese la Estampilla “Pro-Universidad 
Industrial de Santander” creada por la Ley 85 de 
1993.

Autorícese a la Asamblea del Departamento de 
Santander para que ordene la Emisión de la Estam-
pilla “Pro-Universidad Industrial de Santander” en 
los términos que establece la Ley 85 de 1993, mo-

Artículo 2°. Cuantía de la Emisión. La emi-
sión de la Estampilla Pro-Universidad Industrial 
de Santander, cuya renovación y vigencia se auto-
riza y se extiende de acuerdo con el artículo ante-
rior, será hasta por la suma adicional de seiscientos 
mil millones de pesos ($600.000.000.000) moneda 
legal. El monto total recaudado se establece a pre-
cios constantes al momento de la aprobación de la 
presente ley.

Artículo 3°. Autorización a la Asamblea De-
partamental de Santander. Autorícese a la Asam-
blea Departamental de Santander para que deter-
mine las características, tarifas y todos los demás 
asuntos referentes al uso obligatorio de la estam-
pilla en las actividades y operaciones que se deban 
realizar en el Departamento y en sus Municipios. 
La ordenanza que expida la Asamblea de Santan-
der en desarrollo de lo dispuesto en la presente ley, 
se dará a conocer al Gobierno Nacional a través de 
los Ministerios de Educación Nacional, Hacienda 
y Crédito Público, y de Tecnologías de la Informa-
ción y las Comunicaciones.

Artículo 4°. Facultad a los Concejos Muni-
cipales. Facúltese a los Concejos Municipales del 
Departamento de Santander para que, previa au-
torización de la Asamblea Departamental, hagan 
obligatorio el uso de la estampilla que autoriza la 
presente Ley.

Artículo 5°. Autorización para recaudar los 
valores de los que trata la presente ley. Autorí-
cese al Departamento de Santander para recaudar 
los valores producidos por el uso de la Estampilla 
Pro-Universidad Industrial de Santander, en las ac-
tividades que se deban realizar en el Departamento 
y en sus Municipios.

Artículo 6°. Obligación a cargo de los fun-
cionarios departamentales y municipales. La 
obligación de adherir y anular la estampilla a la 
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funcionarios departamentales y municipales que 
intervengan en los actos.

Artículo 7°.  Modifíquese el 
artículo 2° de la Ley 1216 de 2008, el cual quedará 
así:

El setenta y cinco por ciento (75%) de que trata 
el artículo 1º de la Ley 1216 de 2008 se distribuirá 
así: 

• El treinta y cinco por ciento (35%) se destinará 
a construcción, ampliación, adecuación, manteni-
miento, adquisición o dotación de infraestructura 
física, tecnológica, informática o de telecomuni-
caciones. 

• El veinte por ciento (20%), para actividades 
misionales de pregrado o posgrado que han de 
desarrollarse en la Sede UIS Guatiguará, Piede-
cuesta.

actividades misionales de pregrado o posgrado en 
las sedes regionales de la Universidad Industrial 
de Santander.

• El diez por ciento (10%), para la adquisición 
de textos o publicaciones periódicas; en formato 
digital o en papel.

• El diez por ciento (10%) restante se destinará 
-

ción, dentro de los cuales deberán ser incluidos 
proyectos de impacto regional.

Parágrafo. Los porcentajes restantes que se 
produzcan del recaudo de la Estampilla Pro-UIS 
se remitirán a las destinaciones contempladas en 
los artículos 1º y 3º de la Ley 1216 del 2008.

Artículo 8°. Informe. Dentro de los diez (10) 
días siguientes al inicio de sesiones ordinarias de 
la Asamblea Departamental de Santander, el Con-
sejo Superior de la UIS, a través del Rector, pre-
sentará un informe a la Asamblea Departamental 
de Santander sobre la ejecución de los recursos 
recaudados por concepto de Estampilla Pro-UIS, 
de la vigencia inmediatamente anterior, en el cual 
se incluirán por lo menos: una evaluación de los 
resultados logrados en el período anterior con la 
inversión de los recursos recaudados por concep-
to de la estampilla, y los objetivos, propósitos y 
metas respecto de los recursos a invertir para el 
período subsiguiente y en el mediano plazo.

Artículo 9°. Vigencia y derogatoria. La pre-
sente ley rige a partir de su promulgación y hasta 
tanto se recaude el monto total aprobado por el ar-
tículo 4º de la Ley 1216 de 2008, y deroga todas 
las disposiciones que le sean contrarias.

De los honorables Congresistas,

P O N E N C I A S

INFORME DE PONENCIA PARA SEGUNDO 
DEBATE AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 

253 DE 2016 CÁMARA
por medio de la cual se adiciona un parágrafo al 

artículo 233 de la Ley 5ª de 1992.
Bogotá, D. C., junio 8 de 2016
Señor Representante
MIGUEL ÁNGEL PINTO HERNÁNDEZ
Presidente Comisión Primera
Cámara de Representantes
Ciudad
Referencia: Informe de ponencia segundo 

debate Proyecto de ley número 253 de 2016 
Cámara

Señor Presidente:
De conformidad con el encargo impartido por 

usted y estando dentro del término previsto para el 
efecto, sometemos a consideración de la Plenaria 
de la Cámara de Representantes el informe de 
ponencia para segundo debate correspondiente 
al Proyecto de ley número 253 de 2016 Cámara, 

por medio de la cual se adiciona un parágrafo 
al artículo 233 de la Ley 5ª de 1992, habiendo ya 
cumplido con el requisito de su publicación (Gaceta 
del Congreso número 257 de 2016) y habiendo 
sido debatido y aprobado en primer debate por la 
Comisión Primera de esta Corporación.

El proyecto de ley presentado a consideración 
del honorable Congreso de la República busca 
garantizar el efectivo cumplimiento de la función 
de control político que las Comisiones del Órgano 
Legislativo puede ejercer respecto de los servido-
res públicos que ostenten el cargo de Alcaldes Ma-
yores del Distrito Capital, dada la trascendencia 
nacional que por su condición de capital de la Re-
pública tienen las decisiones administrativas que 
sus autoridades puedan tomar. 

En ese orden de ideas se incorporan en el regla-
mento del Congreso los parámetros que han sido 

-
bilitación para el ejercicio del control político por 
parte del Congreso sobre los alcaldes municipales 
frente a excusas que en el pasado fueron presen-
tadas por los burgomaestres de la capital para no 
asistir a las comisiones congresuales, pretextando 



G  390  Miércoles, 8 de junio de 2016 Página 13

falta de competencia de las mismas y vaciamiento 
de las atribuciones propias del cabildo distrital.

la comparecencia a las citaciones que les hagan 
las Plenarias y las comisiones a los funcionarios 
de que trata el actual artículo 233 de la Ley 5ª de 
1992 y a quienes ostenten la condición de Alcalde 

De acuerdo con lo anterior, se propone adicio-
nar un parágrafo al artículo 233 de la Ley 5ª de 
1992 del siguiente tenor:

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se 
aplicará también al funcionario de la Rama Eje-
cutiva del Poder Público que ostente la condición 
de Alcalde Mayor del Distrito Capital de Bogotá, 
cuando se trate de asuntos que superen el ámbito 
local y tengan trascendencia nacional relacionada 
con el medio ambiente, corrupción, transparencia 
de la administración, control del gasto público, 
moralidad administrativa, ordenamiento territo-
rial, y otros que comprometan intereses de carácter 
nacional.

acarreará falta disciplinaria grave a título de dolo 
de los servidores públicos obligados a la asistencia 
de que habla este artículo.

Como fundamento de la propuesta, señala la 
exposición de motivos que la Corte Constitucional 
se ha pronunciado anteriormente sobre el tema sub 
exámine en sede de decisión de excusas previstas 
en el numeral 6 del artículo 241 de la Constitución 
Política por medio de los Autos números 080 de 
1998 y 308 de 2015 en el siguiente sentido:

“Dado que las alcaldías forman parte de la 
Rama Ejecutiva del Poder Público y que la Cons-
titución no consagra excepciones, los alcaldes 
también pueden ser citados por las Comisiones 
Permanentes de las Cámaras Legislativas y su 
gestión, ser objeto de control político por parte 
del Congreso, siempre y cuando los asuntos sobre 
los cuales se ejerza sean de interés de la Nación, 
como quiera que si son cuestiones de la exclusiva 
órbita local, ese control le corresponde al respec-
tivo concejo municipal o distrital.” (Subrayado 
fuera del texto original).

República le es dable ejercer el Control Político y 
requerir la asistencia de los Alcaldes a las sesiones 
propias de su función Congresional. Sin embargo, 
debe decirse que existe un vacío jurídico en cuanto 

de interés de la Nación en los cuales el Congreso 
de la República puede requerir la asistencia de los 
Alcaldes.

mayor medida posible los parámetros a los cuales 
deben ceñirse los operadores jurídicos para deter-
minar los casos en los cuales aplica la asistencia 

obligatoria de los Alcaldes a los debates en las Co-
misiones Permanentes.

Ahora bien, el Constituyente Primario quiso 
darle especial atención a la organización y funcio-
namiento del Distrito Capital de Bogotá, otorgán-
dole jerarquía constitucional a los lineamientos 

y administrativo, así como la composición del nú-
mero de Concejales y las Juntas Administradoras 
Locales.

Adicionalmente a ello, la Constitución Políti-
ca atribuyó por medio de reserva de ley la regla-
mentación de disposiciones propias del funciona-
miento territorial del Distrito Capital de Bogotá. 

medio de una ley, la facultad de regular el régi-
men especial aplicable, lo que conlleva a concluir 
que no permitió que el Concejo Distrital de Bogo-
tá dictara las normas jurídicas pertinentes para su 
desarrollo territorial, como lo hicieron los demás 
entes territoriales del país, sino que quiso darle 
mayor jerarquía normativa, esta vez, a través de 
una ley de la República.

Por otro lado, por mandato expreso de la Cons-
titución Política, el Distrito Capital de Bogotá, 
tiene una circunscripción territorial autónoma que 
le permite tener representación política en la Cá-
mara de Representantes. La intención genuina de 
la Asamblea Nacional Constituyente al otorgarle 
dicha representación política al Distrito de Bogotá 
en ese cuerpo político fue establecer la condición 
especial de la capital de nuestro país, y en esa me-
dida, brindarle mecanismos democráticos excep-
cionales para representar los intereses de la ciudad 
a nivel nacional en el poder legislativo. En sínte-
sis, Bogotá es la única ciudad en Colombia que 
elige Representantes a la Cámara, 18 curules en la 
elección del periodo 2014-2018.

-
trario a la voluntad del Constituyente, en términos 
de democracia representativa, que los legisladores 
elegidos por la circunscripción territorial de Bo-
gotá puedan hacer control político al jefe de la ad-
ministración distrital por temas de índole nacional 
derivados de sus funciones.

Lo anterior, no debe entenderse como una in-
tromisión en las funciones del Concejo Distrital de 
Bogotá, sino como una complementariedad en el 
ejercicio del control político de quienes son elegi-
dos para representar los intereses de los ciudada-
nos del Distrito Capital de Bogotá en el Congreso 
de la República.

Ahora bien, dado el alcance del proyecto de 
ley, en el sentido de preservar la competencia del 
Congreso para el ejercicio del control político so-
bre el nivel territorial del Estado, cuando estén de 
por medio asuntos de trascendencia nacional, es-
pecialmente considerando su conformación como 
Estado Unitario, la Comisión Primera aprobó una 
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Ley 5ª de 1992, también cobije a los alcaldes de 
ciudades capitales y a los gobernadores de los de-
partamentos, 

Proposición:
Con base en las consideraciones anteriores, se 

propone a la Plenaria de la Cámara de Represen-
tantes dar segundo debate al Proyecto de ley nú-
mero 253 de 2016 Cámara, por medio de la cual se 
adiciona un parágrafo al artículo 233 de la Ley 5ª 
de 1992 con el mismo texto presentado aprobado 
por la Comisión Primera de la Cámara de Repre-
sentantes, el cual se reproduce a continuación:
PROYECTO DE LEY NÚMERO 253 DE 2016 

CÁMARA
por medio de la cual se adiciona un parágrafo al 

artículo 233 de la Ley 5ª de 1992.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 

233 de la Ley 5ª de 1992 el cual quedará así:
Artículo 233. Asistencia de servidores estatales. 

Las Cámaras podrán, para la discusión de proyec-
tos de ley o para el estudio de asuntos relacionados 
con sus funciones, requerir la asistencia de los Mi-
nistros. Las Comisiones Permanentes podrán, ade-
más, solicitar la presencia de los Viceministros, los 
Directores de Departamentos Administrativos, el 
Gerente del Banco de la República, los Presidentes, 
Directores o Gerentes de las entidades descentrali-
zadas del orden nacional y la de otros funcionarios 
de la Rama Ejecutiva del Poder Público.

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se 
aplicará también al funcionario de la Rama Eje-
cutiva del Poder Público que ostente la condición 
de Alcalde Mayor del Distrito Capital de Bogotá, 
Alcaldes de ciudades capitales y Gobernadores, 
cuando se trate de asuntos que superen el ámbito 
local y tengan trascendencia nacional relacionada 
con el medio ambiente, corrupción, transparencia 
de la administración, control del gasto público, 
moralidad administrativa, ordenamiento territo-
rial, y otros que comprometan intereses de carácter 
nacional.

acarreará falta disciplinaria grave a título de dolo 
de los servidores públicos obligados a la asistencia 
de que habla este artículo.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga todas las normas que le sean 
contrarias.

Atentamente,

TEXTO APROBADO EN COMISIÓN PRI-
MERA DE LA HONORABLE CÁMARA DE 
REPRESENTANTES DEL PROYECTO DE 

LEY NÚMERO 253 DE 2016 CÁMARA
por medio de la cual se adiciona un parágrafo al 

artículo 233 de la Ley 5ª de 1992.
El Congreso de Colombia

DECRETA:
Artículo 1°. Adiciónese un parágrafo al artículo 

233 de la Ley 5ª de 1992 el cual quedará así:
Artículo 233. Asistencia de servidores esta-

tales. Las Cámaras podrán, para la discusión de 
proyectos de ley o para el estudio de asuntos re-
lacionados con sus funciones, requerir la asisten-
cia de los Ministros. Las Comisiones Permanentes 
podrán, además, solicitar la presencia de los Vice-
ministros, los Directores de Departamentos Admi-
nistrativos, el Gerente del Banco de la República, 
los Presidentes, Directores o Gerentes de las enti-
dades descentralizadas del orden nacional y la de 
otros funcionarios de la Rama Ejecutiva del Poder 
Público.

Parágrafo. Lo dispuesto en este artículo se 
aplicará también al funcionario de la Rama Eje-
cutiva del Poder Público que ostente la condición 
de Alcalde Mayor del Distrito Capital de Bogotá, 
alcaldes de ciudades capitales y Gobernadores 
cuando se trate de asuntos que superen el ámbito 
local y tengan trascendencia nacional relacionada 
con el medio ambiente, corrupción, transparencia 
de la administración, control del gasto público, 
moralidad administrativa, ordenamiento territo-
rial, y otros que comprometan intereses de carác-
ter nacional.

acarreará falta disciplinaria grave a título de dolo 
de los servidores públicos obligados a la asistencia 
de que habla este artículo.

Artículo 2°. La presente ley rige a partir de su 
publicación y deroga todas las normas que le sean 
contrarias.

En los anteriores términos fue aprobado con 

25 de mayo de 2016, según consta en el Acta nú-
mero 42. Anunciado entre otras fechas el 24 de 
mayo de 2016 según consta en el Acta número 41 
de esa misma fecha.
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CARTA DE COMENTARIOS DEL 
MINISTERIO DE HACIENDA Y CREDITO 
PÚBLICO AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 
250 DE 2015 CÁMARA, 54 DE 2014 SENADO
por la cual se crea el Sistema Nacional para la 
Seguridad Alimentaria y Nutricional (Sinsan), 
se crea la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria, y se establecen otras disposiciones.

1.1.
Bogotá, D. C.
Honorable Representante 
ALFREDO RAFAEL DELUQUE ZULETA
Cámara de Representantes 
Congreso de la República
Bogotá, D. C.
Asunto: Comentarios al informe de ponencia 

para cuarto debate al Proyecto de ley número 
250 de 2015 Cámara, 54 de 2014 Senado, por la 
cual se crea el Sistema Nacional para la Seguri-
dad Alimentaria y Nutricional (Sinsan), se crea la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria, y se 
establecen otras disposiciones.

Respetado Presidente: 
De manera respetuosa me permito presentar los 

comentarios del Ministerio de Hacienda y Crédi-
to Público sobre la ponencia para cuarto debate al 
Proyecto de ley número 250 de 2015 Cámara, 54 
de 2014 Senado, que reiteran las observaciones 
presentadas por esta Cartera respecto de los infor-
mes de ponencia para primer1 y tercer debate2.

En primer lugar, conforme lo establece el artículo 
154 de la Constitución Política, el Ejecutivo tiene ini-

-
tura de la administración nacional, y crear, suprimir o 
fusionar ministerios, departamentos administrativos, 
superintendencias, establecimientos públicos y otras 
entidades del orden nacional. Por lo mismo, existe un 
vicio de inconstitucionalidad en lo relativo a la crea-
ción de la Agencia Nacional de Seguridad Alimenta-
ria Nutricional, pues el proyecto de ley bajo estudio 
es de iniciativa legislativa y no cuenta con aval del 
Gobierno nacional respecto de este asunto3. 

En segundo lugar, este Ministerio estima que la 
creación de la Agencia en comento, partiendo de 
1 

la Comisión Séptima  del Senado de la República. 
2 

de 2016, en la Comisión Séptima de la Cámara de Repre-
sentantes.

3 Cfr. Corte Constitucional. Sentencia C-889-2006 “… La 
Corte ha declarado la inexequibilidad de disposiciones en 
virtud de las cuales el Congreso, sin contar con la inicia-
tiva del gobierno o su aval en el trámite legislativo, (i) ha 
creado entidades del orden nacional, (…) Para la Corte, 

-
tración central y su constitucionalidad depende de que 
haya habido la iniciativa o el aval gubernamental…”. 

un escenario similar a la creación de otras agen-
cias existentes4, puede llegar a costar en promedio 
$30,100 millones, lo cual generaría gastos adicio-
nales con cargo al Presupuesto General de la Na-
ción que no se encuentran previstos ni en el Marco 
Fiscal de Mediano Plazo, ni en el Marco de Gasto 
de Mediano Plazo del Sector, Además, el proyecto 
de ley no contempla -
ciativa y la fuente de ingreso adicional generada 

”, de acuerdo 
con lo estipulado en el artículo 7° de la Ley 819 
de 2003.

Es importante resaltar que los cambios recientes 
en las condiciones externas han impactado negati-
vamente las rentas de la Nación, lo cual conduce a 

-
plir con los principios de austeridad, complemen-

Por lo anteriormente expuesto, este Ministerio 
no avala la presente iniciativa, no sin antes ma-
nifestar la voluntad de colaborar con la actividad 
legislativa en los términos de disciplina y respon-

Cordialmente,

 
4 Ver, Cuadro 1, Presupuesto funcionamiento de ocho 

agencias en 2016 del documento comentarios al informe 
de ponencia para tercer debate al Proyecto de ley número 
250 de 2015 Cámara, 54 de 2014 Senado, por la cual se 
crea el Sistema Nacional para la Seguridad Alimentaria 
y Nutricional (Sinsan), se crea la Agencia Nacional de 
Seguridad Alimentaria, y se establecen otras disposicio-
nes. Radicado por el Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público el 5 de abril de 2016.

C A RTA D E  C O M E N TA R I O S
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CARTA DE COMENTARIOS DEL INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR 
AL PROYECTO DE LEY NÚMERO 54 DE 

2014 SENADO
por la cual se crea el Sistema Nacional para la 
Seguridad Alimentaria y Nutricional (Sinsan), se 
crea la Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria, 

y se establecen otras disposiciones.
10000/054182
Bogotá, D. C.
Señores
DEPARTAMENTO PARA LA PROSPERIDAD 

SOCIAL (DPS)
Subdirección de Seguridad Alimentaria y 

Nutrición
Secretaría Técnica CISAN
Calle 7ª N° 6-54
Ciudad
Asunto: Observaciones frente al texto pro-

puesto para segundo debate al Proyecto de ley 
número 054 de 2014 Senado, por la cual se crea 
el Sistema Nacional para la Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional (Sinsan), se crea la Agencia Na-
cional de Seguridad Alimentaria, y se establecen 
otras disposiciones.

De manera atenta, el Instituto Colombiano de 
Bienestar Familiar (ICBF), como entidad integran-
te de la Comisión Intersectorial de Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional (Cisan), se permite emitir 
concepto frente al texto propuesto para segundo 
debate al Proyecto de ley número 54 de 2014 Se-
nado, por la cual se crea el Sistema Nacional para 
la Seguridad Alimentaria y Nutricional (Sinsan), 
se crea la Agencia Nacional de Seguridad Alimen-
taria, y se establecen otras disposiciones, en los 
siguientes términos. 

1. 
del proyecto de ley

Una vez analizada la exposición de motivos de 
la iniciativa legislativa, se observa que se presen-
tan indiscriminadamente datos de retraso en talla 
(desnutrición crónica) de diferentes fuentes pero 

contradicen, generando incertidumbre sobre los 
datos reales y las posibles causas en casos parti-
culares, lo que evita un abordaje multidimensio-
nal de las causas de la problemática alimentaria y 
nutricional. Del mismo modo, se mencionan es-
tudios anteriores al año 2010, cuando la situación 
nutricional del país presentó mayores problemá-
ticas a las existentes en años posteriores y se uti-
lizan erróneamente patrones de crecimiento des-

imprecisiones en el manejo y reporte de los datos 
generan confusión en el análisis para la toma de 
decisiones.

Así mismo, se cita un documento elaborado 
por DNP-ICBF-CEPAL-PMA de 2008, sobre cos-
tos del hambre, impacto económico y social de la 
desnutrición infantil en Colombia, que en su mo-
mento sirvió de referente para la creación de Cen-
tros de Recuperación Nutricional como medida de 
choque a las muertes por desnutrición en el país, 

que se debe evaluar con resultados actualizados 
de la Estrategia de Recuperación Nutricional im-
plementada por el ICBF y que presenta diferentes 
modalidades, avanzando en la atención con enfo-
que en la prevención del evento.

En la exposición de motivos menciona que 
“Los países que han demostrado voluntad y com-
promiso político para hacer frente a la desnutri-
ción han tenido gran éxito a la hora de reducir 
la prevalencia de desnutrición crónica (...)” y se 
presentan los resultados de Perú, Ruanda, Etio-
pia, Haití, Nepal y el estado de Maharashtra en la 
India, con cifras de desnutrición crónica entre el 
20% y 44% para el último año de referencia, sin 
reconocer que Colombia en 2010 presentó solo un 
13,2% de retraso en talla (desnutrición crónica), 
dicho indicador disminuyó 12,9 puntos porcentua-
les entre 1990 y 2010, lo que representa un avance 
del 71,3% respecto a la meta del ODM para 2015, 
es decir una prevalencia menor al 8%. Esto indica 
que el marco de comparación no corresponde a los 
avances que muestra el país.

De otro lado, se presenta como referencia fren-
te a las metas de los Objetivos de Desarrollo del 
Milenio (ODM) para Colombia, el Conpes 91 de 
2005, cuando el mismo fue actualizado y modi-

precisaron 18 metas y se validaron 58 indicadores 
para todos los ODM (10 indicadores más que en el 
Conpes 91). 

De la misma forma, se está comparando erró-
neamente el resultado del Indicador de Subali-
mentación (SOFI-FAO) con el de retraso en talla 
(desnutrición crónica) de la Encuesta Nacional de 
Situación Nutricional-ENSIN 2010. No se reco-
noce que Colombia se encuentra en el 95,5% de 
cumplimiento en su meta de reducir a la mitad la 
proporción de personas subalimentadas, según lo 
reportado en el SOFI 2013 (FAO, IFAD and WFP. 
2013. The State of Food Insecurity in the World 
2013. The multiple dimensions of food security. 
Rome, FAO). 

Se observa, que la propuesta se basa en un diag-
nóstico de la situación nutricional pero no abarca 
todas las dimensiones de la seguridad alimentada 
y nutricional. Por ejemplo, no se tienen datos de 
las dimensiones relacionadas con la disponibili-
dad de alimentos y el acceso físico y económico a 
los mismos, bajo los cuales tendría que existir una 
análisis desde el lado de la “oferta de alimentos” 
involucrando elementos de producción, inventa-
rios y comercio, así como, nivel de ingresos versus 
precios de los alimentos, gasto en alimentos y ac-
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cesibilidad a mercados, entre otros. En ese sentido, 
no queda claro cuáles serían las contribuciones de 
un “Sistema Público Intersectorial” para manejar 
estos aspectos relacionados con la disponibilidad 
y acceso de alimentos. 

La creación de un Sistema Nacional y una Agen-
cia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal, se presentan como estrategia para erradicar la 

proyecto de ley, se fundamenta en la situación nu-
tricional en el país, con énfasis en la situación de 
niños menores de uno y cinco años, sin embargo 
no parte de los desarrollos que ya se tienen en el 
país en cuanto a la Política Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional (Conpes 113 de 2008), 
ni tampoco tiene en cuenta la forma de coordina-
ción actual de dicha política. Es decir, no queda 
claro en la exposición de motivos por qué o de qué 
forma la creación de un sistema y de una agencia 
solucionarían los problemas de desnutrición. Te-
niendo en cuenta que en el país existe una política, 
un plan nacional, unos planes departamentales y 
un esquema de coordinación de la política de se-
guridad alimentaria y nutricional; por lo tanto, se 
considera que se debería partir de una evaluación 
de la implementación de la política para llegar a 

-
dinación contribuiría, y en qué medida, a cumplir 
los objetivos de la política. 

Finalmente respecto a este punto, no se pre-
-

ción de un sistema nacional y una agencia nacio-
nal de seguridad alimentada y nutricional, razón 
por la cual no se puede determinar si esta es una 
mejor alternativa, al esquema actual de coordi-
nación de la política de seguridad alimentaria y 
nutricional. 

2. Consideraciones generales frente al 
proyecto de ley 

Las funciones que se plantean en el proyecto de 
ley para lo que sería la nueva instancia – Sinsan–, 
generan confusión o se hacen difusas impidiendo 
la determinación de acciones concretas por ejes, 
adicionalmente desconocen los avances de las en-
tidades en programas, proyectos y demás inicia-
tivas relacionadas con la seguridad alimentaria y 
nutricional.

Se hace necesario validar los referentes con-

desde el Conpes y demás normatividad al respecto, 
para no generar confusiones y lenguajes errados 
frente a temas asociados a la seguridad alimentaria 
y nutricional. 

Las acciones, funciones, entidades, actividades 
en el marco de la seguridad alimentaria y nutri-
cional ya se encuentran vinculadas a la Comisión 
Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional (Cisan) creada mediante el Conpes 113 de 
2008. Por lo tanto como ya existen avances en la 
política se considera necesario fortalecerla y pro-

mover el desarrollo de acciones que generen ma-
yor impacto, considerando que la creación de un 
nuevo sistema no es la estrategia para fortalecer el 
logro de los objetivos tendientes a lograr la sobe-
ranía alimentaria. 

El criterio para la selección de la sede de la 
Agencia en la Ciudad de Barranquilla sigue gene-
rando dudas sobre su pertinencia, toda vez que la 
asocian a la presencia de un indicador de desnu-
trición crónica, cuyo impacto es a largo plazo y 
que si bien es relevante en el desarrollo, no es una 
situación que ponga en riesgo la integridad de la 
vida de los niños y niñas como sí lo son otros in-
dicadores. 

La priorización de los planes y programas para 
las poblaciones afrodescendiente e indígenas, des-
conoce la totalidad de grupos étnicos que confor-
man el país y en este sentido deben ser abordados 
para garantizar la inclusión de todos los grupos. 

En lo relacionado con las funciones asociadas a 
la promoción de estrategias de formación y capaci-
tación en hábitos alimentarios, de higiene y estilos 
de vida saludable, se desconoce que en el marco de 
la política de seguridad alimentaria y nutricional 
se está creando la directriz en materia de educa-
ción alimentaria y nutricional, y su abordaje como 
componente de forma integral.

Teniendo en cuenta que la seguridad alimen-
taria abarca una visión multidimensional, no se 
evidencian claramente las acciones de articulación 
que generará el sistema para la vinculación de los 
ejes de disponibilidad de alimentos (producción 
agropecuaria, riesgos de tipo c1imático), aprove-
chamiento biológico y calidad e inocuidad de los 
alimentos. 

Se asocian términos como garantía de acceso y 
disponibilidad de alimentos, con la creación de un 
sistema de acopio, situación que desconoce las de-

de estrategia en el sistema. 
De crearse la agencia y el sistema, se debe tener 

en cuenta que el país vive una transición nutricio-
nal y epidemiológica, pasando de población en si-
tuación de desnutrición a población con sobrepeso 
y obesidad y en esa medida las acciones del siste-

-

en la Ley 1355 de 2009. 
De igual forma la creación de la Agencia Na-

cional de Seguridad Alimentaria y Nutricional, 
contempla como función principal la misma que 

Alimentaria y Nutricional (Obsan) y la Comisión 
Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional, razón por la cual se reitera que se deben 
fortalecer estas instancias para lograr mayor im-
pacto y reconocer el trabajo que adelantan y el co-
nocimiento que han adquirido en el abordaje de la 
Seguridad Alimentaria y Nutricional. 
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3. Consideraciones frente al articulado del 
proyecto de ley 

A continuación se exponen las observaciones 
realizadas por el ICBF frente al texto para segundo 
debate de la iniciativa legislativa: 

Frente al artículo 1° que establece el Sistema 
Nacional de Seguridad Alimentaria y el Capítulo II 
que lo desarrolla, no es claro el concepto de “Siste-
ma Público Intersectorial”, se recomienda aclarar 
la normatividad de la cual se toma este concepto 

como parte, organización o estructura de la admi-
nistración pública.

Respecto del artículo 7° sobre obligaciones de 
las diferentes entidades gubernamentales centra-
les y descentralizadas del orden nacional, depar-
tamental, municipal y distrital, se considera que 
la seguridad alimentaria contempla dimensiones 
que trascienden al grupo poblacional referido en 
la priorización que plantea el Sinsan y que deben 
generarse en el ámbito del grupo familiar.

En relación con el Capítulo III que establece 
la creación de la Agencia Nacional de Seguridad 
Alimentaria y Nutricional, particularmente res-
pecto de la inclusión del parágrafo transitorio del 
artículo 9° que consagra la creación de la Agencia 
Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutricio-
nal, mediante el cual se otorga al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinarias 
para: (1) Constituir la Agencia Nacional de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional (Ansan), (...); (2) 
Fusionar, escindir, transformar, suprimir y reasig-
nar funciones y competencias orgánicas (...); (3) 

-

que se requieran para asumir las funciones y car-
gas de trabajo que reciba como consecuencia de la 
supresión o transformación de entidades, (...) ello 
de conformidad con el artículo 150 numeral 10 de 
la Constitución Política1; si bien, dicho artículo es-
tablece que el Congreso puede revestir hasta por 
seis meses al Presidente de la República de preci-
sas facultades extraordinarias para expedir normas 
con fuerza de ley; tales facultades deben ser soli-
citadas expresamente por el Gobierno. Así ha sido 

-
-

1 ARTÍCULO 150. Corresponde al Congreso hacer las le-
yes. Por medio de ellas ejerce las siguientes funciones: 
(...) 

 10. Revestir, hasta por seis meses, al Presidente de la 
República de precisas facultades extraordinarias, para 
expedir normas con fuerza de ley cuando la necesidad 
lo exija o la conveniencia pública lo aconseje. Tales fa-
cultades deberán ser solicitadas expresamente por el Go-
bierno y su aprobación requerirá la mayoría absoluta de 
los miembros de una y otra Cámara. 

 El Congreso podrá, en todo tiempo y por iniciativa pro-

en uso de facultades extraordinarias. 
 Estas facultades no se podrán conferir para expedir có-

digos, leyes estatutarias, orgánicas, ni las previstas en 
el numeral 20 del presente artículo, ni para decretar im-
puestos. (...). Subrayado fuera de texto. 

riéndose a la línea jurisprudencial establecida en la 
Sentencia C-350 de 2004, señala: 

7 del artículo 150 Superior no supone el ejercicio 
totalmente independiente de la misma por parte 
del Congreso de la República, pues es necesario 
contar con la participación gubernamental para 
expedir o reformar las leyes referentes a la estruc-
tura de la administración nacional, en razón de 
que la iniciativa para su aprobación pertenece en 
forma exclusiva al Gobierno nacional de confor-
midad con lo preceptuado en el artículo 154 Su-
perior.

5. El Congreso no puede transferir al Presi-
dente de la República de una manera abstracta, 
general y permanente las competencias que le han 
sido atribuidas en materia de organización de la 
administración, las cuales solo pueden ser ejerci-
das excepcionalmente por el Presidente de la Re-
pública, por medio del mecanismo de facultades 
extraordinarias, dentro de los precisos términos y 
límites del artículo 150-10”2. 

Ahora bien, acerca de este mecanismo consti-
tucional establecido en el artículo 150 numeral 10, 
la Corte Constitucional ha explicado que si bien 
resulta legítimo facultar al Ejecutivo para expedir 
normas con fuerza de ley, aunque resulte alterado 
el reparto ordinario de competencias normativas 
dispuesto por el constituyente, el Gobierno debe 

-
dicó en la Sentencia C-053 de 2013, M. P. Jorge 
Iván Palacio Palacio: 

“La Constitución faculta al Congreso para re-
vestir de precisas facultades extraordinarias al 
Presidente, para expedir normas con fuerza de ley 
cuando la necesidad lo exija o la conveniencia pú-
blica lo aconseje. Es obvio que el Gobierno al so-
licitar las facultades debe, en el respectivo proyec-

determinan su petición y que al Congreso dentro 
de la libertad política y la facultad discrecional de 
que es titular como conformador de la norma ju-
rídica le corresponde sopesar y valorar dicha ne-
cesidad y conveniencia, más aún, cuando delega 
transitoriamente atribuciones que le son propias. 
(...)” (Subrayado fuera de texto). 

En el caso que nos ocupa se observa que clara-
mente este proyecto de ley no ha sido presentado 
por el Gobierno nacional, sino que tiene su origen 
en el mismo órgano legislativo, por lo que se con-
sidera que no cumple con los postulados constitu-
cionales anteriormente descritos. 

Así mismo, se reitera la importancia de aclarar 
las razones por las cuales es mejor la creación de 
un Sistema Nacional de Seguridad Alimentaria y 
Nutricional (Sinsan) y una entidad nueva en con-
traposición del fortalecimiento de las instancias ya 
creadas relacionadas con el tema, como: la Comi-
2 Corte Constitucional C-044 de 2006. M. P. Humberto 

Antonio Sierra Porto. 
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sión Intersectorial de Seguridad Alimentaria y Nu-
tricional (Cisan), Comisión Intersectorial de Pri-
mera Infancia (CIPI), la Consejería Presidencial 
para la Primera Infancia (CPPI), el Departamento 
Administrativo para la Prosperidad Social (DPS), 
la Agencia Nacional para la Superación de la Po-
breza Extrema (Anspe) y el Observatorio Nacional 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional (Osan). 

Teniendo en cuenta el principio de austeridad, 
-

dad de carácter nacional con sede en la ciudad de 
Barranquilla, con Consejo Directivo conformado 
por entidades nacionales cuyo domicilio es Bogotá 
y un Sistema Nacional de SAN cuyos miembros 
tienen domicilio en Bogotá. Al crear un sistema 
nacional se entendería que sus acciones van diri-

-
micilio de la entidad en una región por sus altos 

si se consideran las apuestas que ha hecho el país 
por fortalecer la descentralización y la autonomía 
territorial.

Se sugiere realizar un análisis a profundidad 
del impacto presupuestal que tendría la creación 
de una entidad nueva en comparación con el for-
talecimiento de las instancias existentes para la 
coordinación de la política nacional y territorial de 
seguridad alimentaria y nutricional.

Frente a las funciones propuestas para la Agen-
cia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nutri-
cional contenidas en el artículo 12, las mismas 
además de ser la misma que hoy en día ejerce la 
Comisión Intersectorial de Seguridad Alimenta-
ria y Nutricional (Cisan), se traslapan con algunas 
competencias de Ministerios e Instituciones Na-
cionales, lo que sugiere que las actuales entidades 
se deberán “Fusionar, escindir, transformar, supri-
mir y reasignar funciones y competencias orgáni-
cas ...” así: 

• Ministerio de Salud y Protección Social 
(MSPS) y el Instituto de Vigilancia de Medica-
mentos y Alimentos (Invima), en lo referente a 
“Impulsar las buenas prácticas comerciales para 
supermercados, tiendas y proveedores en materias 
de etiquetado y difusión de productos alimenti-
cios” y “Coordinar con el Invima, y demás autori-

requeridas en los alimentos de consumo masivo, 
y velar que los alimentos presenten las medidas 

. 
• Ministerio de Salud y Protección Social 

(MSPS), en lo referente a “Diseñar las líneas ge-
nerales de la política social del Estado para la 
articulación intersectorial con el propósito de ga-
rantizar los componentes esenciales del derecho, 
afectando de manera positiva los determinantes 
sociales de la seguridad alimentaria, basada en la 
promoción de la salud, prevención de la enferme-
dad y su atención integral, oportuna y de calidad, 
al igual que rehabilitación”.

• Ministerio de Agricultura y Desarrollo Ru-
ral (MADR) y Ministerio de Comercio, Industria 
y Turismo (MCIT), frente a la “… garantía en la 
oferta de productos provenientes de los sistemas 
agroalimentarios nacionales, y garantizar alimen-
tos prioritarios a los grupos vulnerables …”. 

• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF) y el Ministerio de Educación Nacional 
(MEN), en lo concerniente a “… garantizar ali-
mentos prioritarios a los grupos vulnerables, me-
nores de 5 años, madres gestantes y estudiantes 
menores de 14 años”. 

• Departamento para la Prosperidad Social 
(DPS) y Ministerio de Agricultura y Desarrollo 
Rural (MADR), en lo referente a “Propender por 
el fortalecimiento de los sistemas agroalimenta-
rios locales, entre ellos la Agricultura Familiar/
pequeña agricultura ...” y “Generar redes de tra-
bajo articuladas con los entes competentes en el 
desarrollo de sistemas locales de abastecimiento 
de alimentos e incentivar la producción nacional 
de alimentos”. 

• Ministerio del Interior, Unidad Nacional para 
la Gestión del Riesgo de Desastres (UNGRD) y 
Unidad de Atención y Reparación Integral a Víc-
timas (UARIV), en lo referente a “Priorizar los 
planes y programas para los grupos étnicos y las 
personas afectadas por desastres naturales y/o 

 
• DPS, ICBF y MSPS, en lo referente a “Coor-

dinar y dar asistencia técnica a los territorios en 
la elaboración, implementación y seguimiento y 
evaluación de los planes de seguridad Alimenta-
ria y Nutricional garantizando la participación de 
todos los sectores y la sociedad civil organizada”. 

• Departamento para la Prosperidad Social 
(DPS), en lo referente a “Incentivar el desarrollo 
de competencias para la producción de alimentos 
saludables destinados al autoconsumo, de manera 
sostenible y ambientalmente responsables”. 

• Agencia Presidencial para la Cooperación 
(APC), en lo referente a “Articular toda la oferta 
de cooperación internacional en Seguridad Ali-
mentaria y Nutricional …”.

• MSPS, ICBF, OPS y Coldeportes, en lo refe-
rente a “Promover una estrategia de información, 
educación y comunicación en seguridad alimenta-
ria y nutricional, sobre modelos de nutrición ba-
lanceada, preparación de alimentos, práctica del 
deporte y hábitos alimentarios, de higiene y estilos 
de vida sana, conforme a la Ley 1355 de 2009”. 

• Ministerio de Vivienda, Ciudad y Territorio 
(MVCT) en lo referente a “La Ansan diseñará e 
implementará en un plazo no superior a tres (3) 
años un plan de acceso a agua potable para co-
munidades de grupos étnicos en condiciones de 
pobreza extrema, que garantice un mejor uso y 
aprovechamiento biológico de los alimentos”. 
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Respecto de las funciones del Director de la 
Agencia Nacional de Seguridad Alimentaria y Nu-
tricional indicadas en el artículo 18, se le atribu-
yen acciones de competencia de: 

• Ministerio de Minas y Energía, en el numeral 
9. Ejecutar y evaluar las estrategias de promoción 
nacional e internacional de la exploración y ex-
plotación de minerales. 

• Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(ICBF), en el numeral 16. 
asignación de áreas de protección especial para 
recuperación nutricional. 

En el mismo artículo, numeral 22, se estable-
ce: “Apoyar al Ministerio de Salud, cuando lo so-

el desarrollo y ejecución de las políticas, planes, 
programas, proyectos y acciones inherentes a la 
seguridad alimentaria nacional”; al respecto, se 
podría inferir, que sería el Ministerio de Salud y 
Protección Social (MSPS) el responsable de la eje-
cución y coordinación de la Política Nacional de 
Seguridad Alimentaria y Nutricional, lo que des-
cartaría automáticamente la necesidad de crear la 
nueva Agencia (Ansan) propuesta por el mismo 
proyecto de ley. Actualmente el Ministerio de Sa-
lud y Protección Social y el Ministerio de Agricul-
tura y Desarrollo Rural presiden de manera rotati-
va, cada dos (2) años, la Comisión Intersectorial 
de Seguridad Alimentaria y Nutricional (Cisan) y 
el Departamento para la Prosperidad Social (DPS) 
ejerce su Secretaría Técnica; así, la Cisan es la 
máxima autoridad rectora de la Seguridad Alimen-
taria y Nutricional en Colombia (artículo 15 Ley 
1355 de 2009).

La creación de la Agencia Nacional de Segu-
ridad Alimentaria y Nutricional (Ansan) impli-
caría “fusionar, escindir, transformar, suprimir 
y reasignar funciones y competencias orgánicas 
...” del Instituto Colombiano de Bienestar Fami-

-
puesto asignado para la compra y distribución de 
alimentos, la operación y funcionamiento de las 
estrategias de recuperación nutricional y atención 
alimentaria de emergencias, la producción y dis-
tribución de alimentos de alto valor nutricional, el 
desarrollo de herramientas técnicas de orientación 
en alimentación y nutrición como las Guías Ali-
mentarias para la Población Colombiana, Tabla de 
Composición de Alimentos, Recomendaciones de 
Ingesta de Energía y Nutrientes, Hoja de Balance 
de Alimentos, entre otros. 

Por su parte, el artículo 28 que determina las 
sanciones para todas aquellas autoridades que con-
travengan esta ley y su reglamento, propone una 
función adicional al ICBF, en lo referente al “Pa-
rágrafo 2°. El Gobierno nacional directamente o 

por medio del ICBF, Comisarías de Familia, Per-
sonerías, Defensoría del Pueblo, la Procuraduría 
General de la Nación y la Agencia Nacional de 

acciones judiciales civiles, de familia y penales en 
contra de los padres que no cumplieren con las 
obligaciones alimentarias con sus hijos”. Al res-
pecto se debe decir que, se considera que este con-
tenido no debería incluirse en esta ley, toda vez que 
el actual Código de Infancia y Adolescencia ya re-
gula lo relacionado con las actuaciones necesarias 
para prevenir, proteger y restablecer el derecho de 
alimentos de los niños, las niñas y adolescentes, 
entre otros en los artículos 10, 24, 40, 82, 86, 100, 
111 y 129 de la Ley 1098 de 2006. Por lo anterior 
se recomienda la eliminación de esta disposición.

Atentamente, 

C O N T E N I D O
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